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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la entidad accionada dentro del presente asunto COLPENSIONES, y por el representante judicial de la accionante señora MARTHA LUCÍA SALAZAR DE GONZÁLEZ contra el fallo proferido el 22 de abril de 2016, mediante el cual el Juzgado Séptimo Penal del Circuito local tuteló el derecho fundamental de petición invocado.  
ANTECEDENTES:

De los hechos narrados por el libelista resulta de importancia para el presente asunto saber que la señora Salazar es beneficiaria de una pensión de sobrevivencia equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. Por una deuda con una entidad crediticia fue ordenado por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira en el mes de agosto del año 2013, un embargo del 50% de la mesada pensional. Por medidas de descongestión judicial ese proceso fue reasignado posteriormente al Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira, quien lo asumió hasta su terminación y le comunicó oportunamente a Colpensiones para el cambio de información en la cuenta de depósitos judiciales. 
En el mes de octubre del año 2015 la apoderada de la parte demandante presentó ante el último juzgado mencionado memorial solicitando la terminación del proceso por pago total de la deuda, razón por la cual el 6 de ese mismo mes y año el Despacho procedió a comunicar a Colpensiones tal situación, solicitando el levantamiento de la medida de embargo. En respuesta a lo anterior, el 30 de octubre de 2015 esa entidad remitió un oficio explicando el estado de esa medida, pero manteniéndola. 
Dado lo anterior, la señora Martha Lucía envió a Colpensiones un escrito por medio del cual mostró su inconformidad con la situación y nuevamente solicitó el levantamiento del embargo, a lo que el 5 de enero del año que transcurre le indicaron que se recibió su inconformidad y que la misma sería traslada al área competente. 
Asegura el abogado libelista que a la fecha nada se le ha contestado a su mandante y la entidad continúa haciéndole los descuentos en su pensión lo que está afectando gravemente su mínimo vital y vida digna, por cuanto la pensión que devenga es la única fuente de ingresos con que cuenta para prodigarse lo necesario y el no recibirla de manera completa ya ha generado que fuera desalojada de la vivienda donde habitaba por el no pago de varios cánones de arrendamiento. 

Finalmente hace saber que para el momento de la presentación de la tutela el total de los decuentos realizados por Colpensiones sin justificación alguna a la señora Martha Lucía ascienden a la suma de $1.460.662. 

Por lo narrado, el representante judicial de la accionante solicita que se tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital y la vida digna y en consecuencia se le ordene a Colpensiones proceder al levantamiento definitivo de la medida cautelar de embargo tal como lo solicitó el Juzgado Tercero de Ejecución Civil de Pereira; aunado a eso, disponer la devolución de las sumas descontadas en forma ilegítima desde el mes de octubre del año 2015 hasta el día que se haga efectivo el cumplimiento del fallo; y finalmente, condenarla al pago de costas y agencias en derecho. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Séptimo Penal del Circuito local avocó el conocimiento de la actuación el día 11 de abril de 2016, ordenando la notificación a la accionada en la forma indicada en la ley. Posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada mediante sentencia del 22 de ese mismo mes y año, decidió tutelar el derecho fundamental de petición de la señora Martha Lucía Salazar y en consecuencia le ordenó a Colpensiones que en el improrrogable término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a darle cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado Tercero de Ejecución Civil de Pereira en el sentido de dejar sin efectos el embargo comunicado por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira.
IMPUGNACIÓN

Una vez conoció la decisión de instancia el Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones de Colpensiones, allegó escrito impugnando el fallo atrás referenciado, argumentando para ello que ya se había procedido a cancelar a partir de la nómina del mes de abril del presente año, el embargo que sobre el 50% de la mesada pensional de la señora Salazar pesara, situación que fue comunicada al Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira mediante oficio del 20 de ese mismo mes y año. Adicionalmente, informó que le solicitó a ese juzgado verificar e informar si existen dineros pendientes de cobro por los títulos judiciales relacionados con el embargo en mención, y en caso de existir cómo hacer el cobro de los mismos toda vez que la señora Martha Lucía está solicitando la devolución de los mismos.  
El representante judicial de la señora Salazar también presentó escrito de impugnación por medio del cual reprochó que la Juez de primer nivel, se concentrara solo en el tema del derecho de petición y dejara de lado sus reales pretensiones de esta acción, que no son otras que la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital y la vida digna de la actora, que para verse satisfechos requieren que se le ordene a Colpensiones el levantamiento del embargo y la devolución de los dineros que le fueran descontados a pesar de que ya no existía la deuda. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar sí la entidad accionada vulnera en forma alguna los derechos fundamentales invocados, de tal manera que se deba confirmar y adicionar el fallo de instancia o si por el contrario tal situación no existe y por ende se debe revocar la orden dada por cuanto la encartada ya dio respuesta al actor. 
Revisado el expediente se puede observar dentro del mismo que efectivamente Colpensiones procedió en razón de la tutela a realizar el levantamiento del embargo que se tuviera registrado respecto del 50% de la mesada pensional de la señora Salazar, situación que se le comunicó al Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira mediante oficio del 20 de abril del año que transcurre, al tiempo que consultaba sobre el procedimiento a seguir para poder lograr el cobro de los dineros que se consignaron de más a la cuenta de títulos judiciales de ese Despacho a fin de poder hacer la devolución de los mismos a la pensionada. 
De acuerdo a lo anterior, y teniendo en cuenta que el fin perseguido por el representante judicial de la accionante es que a ella se le levantara por parte de Colpensiones la medida de embargo que pesaba sobre una parte de su mesada pensional, es claro que tal pretensión se ve satisfecha, por ende es viable indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, ello por la actividad, aunque tardía de Colpensiones, ello a pesar de que a la fecha no se tiene conocimiento de que a la actora se le hubiese hecho devolución alguna de los dineros, situación sobre la cual no pude entrar esta Sala a pronunciarse toda vez que como tales descuentos fueron realizados para ser consignados directamente a la cuenta de depósitos judiciales del Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira, es ese Despacho quien debe determinar si es viable la devolución de los mismos directamente a la actora o si debe hacerse por intermedio de Colpensiones, y como tal juzgado no fue vinculado a la presente acción no es viable para este Juez Colegiado dictar o emitir órdenes que deban ser cumplidas por el mismo, pues de hacerse se estaría violando, en primer lugar, el debido proceso y en segundo lugar el régimen de competencias en materia de tutela cuando se trata de un despacho judicial. Así las cosas, para la devolución de dineros deberá la parte accionante acudir directamente al Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal para realizar allí el trámite correspondiente para tal fin. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada el 22 de abril de 2016 por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito local, y en su lugar DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente tutela interpuesta por el representante judicial de la señora MARTHA LUCIA SALAZAR DE GONZÁLEZ, en contra de COLPENSIONES, por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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